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C O N C L U S I O N E S D E L A B O G A D O G E N E R A L 

SR. CARL O T T O L E N Z 

presentadas el 6 de diciembre de 1988 * 

Señor Presidente, 
Señores Jueces, 

A. Hechos 

1. En la petición de decisión prejudicial re­
mitida por una Comisión del Tribunal de 
grande instance de Paris, objeto de nuestras 
presentes conclusiones, el problema que se 
plantea es el de la no discriminación res­
pecto de la indemnización a las víctimas de 
hechos punibles. El asunto plantea cuestio­
nes de principio que tienen que ver con la 
sistemática de la libre prestación de servicios 
y de los derechos que de ella derivan para 
los nacionales comunitarios. 

2. El demandante en el asunto principal, 
nacional del Reino Unido, fue agredido, ro­
bado y herido a la salida de una estación de 
metro el 11 de junio de 1982 con ocasión de 
una estancia en París. El 26 de mayo de 
1983, solicitó a la Comisión de indemniza­
ción de las víctimas de hechos punibles, de 
la que emana precisamente la petición de 
decisión prejudicial, una indemnización en 
razón del perjuicio sufrido. La solicitud se 
basa en el artículo 706-3 del Code de procé­
dure pénale, redactado como sigue: 

«Toda persona que haya sufrido un perjui­
cio como resultado de hechos, intencionales 
o no, que presenten el carácter material de 
una infracción, puede percibir del Estado 

una indemnización siempre que reúna los si­
guientes requisitos: 

»1) que dichos hechos, bien hayan produ­
cido un daño corporal que haya su­
puesto la muerte, una incapacidad per­
manente o una incapacidad total para el 
trabajo durante más de un mes, bien es­
tén previstos y sancionados por los ar­
tículos 331 a 333-1 del Code pénal; 

»2) que el perjuicio consista en una pertur­
bación grave en las condiciones de vida 
como consecuencia de una pérdida o de 
una disminución de ingresos, de un au­
mento de cargas, de una incapacidad 
para ejercer una actividad profesional o 
de un ataque a la integridad física o 
mental; 

»3) que la persona lesionada no pueda per­
cibir, por ningún otro concepto, la re­
paración o una indemnización efectiva 
y suficiente de dicho perjuicio.» 

3. El artículo 706-15 del Code de procé­
dure pénale circunscribe el ámbito de aplica­
ción de estas disposiciones a las «personas 
que sean de nacionalidad francesa o [a] 
aquellas que siendo de nacionalidad extran­
jera justifiquen: — bien que son nacionales 
de un Estado que ha celebrado con Francia 
un acuerdo de reciprocidad para la aplica­
ción de estas disposiciones y que reúnen los 

* Lengua original: alemán. 
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requisitos establecidos por dicho acuerdo; 
— bien que son titulares del permiso de re­
sidencia». 

4. El «agent judiciaire du Trésor» se opuso 
al derecho a indemnización del solicitante 
amparándose en esta última norma. Éste 
alegó por su parte el carácter incompatible 
de la norma discutida con el Derecho co­
munitario, en cuanto contiene una discrimi­
nación ilícita, basada en la nacionalidad. La 
Comisión de indemnización, llamada a dic­
tar una decisión, decidió suspender el pro­
cedimiento y plantear al Tribunal de Justicia 
la siguiente cuestión: 

«Las disposiciones del artículo 706-15 del 
Code de procedure pénale que regulan los 
supuestos en que un extranjero, víctima en 
Francia de un hecho punible, puede benefi­
ciarse de una indemnización del Estado 
francés ison compatibles con el principio de 
no discriminación enunciado fundamental­
mente en el artículo 7 del tratado CEE?» 

5. En relación con el resto de los hechos así 
como las observaciones de las partes, nos 
remitimos al informe para la vista. 

B. Opinión 

6. La cuestión prejudicial exige que se de­
termine el alcance y los límites de la libre 
prestación de servicios. Al contrario que la 
libre circulación de mercancías y la libre cir­
culación de personas, no existe jurispruden­
cia tan abundante a este respecto que per­
mita hablar de un sistema doctrinal exhaus­
tivo de la libre prestación de servicios. 
Como deja patente el presente asunto, que­
dan abiertas algunas cuestiones respecto al 
ámbito de aplicación y a los criterios de de­
limitación de la libre prestación de servicios. 

7. La Comisión constituida en el Tribunal 
de grande instance llamada a pronunciarse 
en el litigio principal, debe considerarse 
como un «órgano jurisdiccional» en el sen­
tido del párrafo 2 del artículo 177 del Tra­
tado CEE. Se trata, en efecto, de una insti­
tución dotada de independencia y llamada a 
pronunciarse sobre los litigios relativos a las 
demandas de indemnización de las víctimas. 
Esta Comisión se concibe como un órgano 
jurisdiccional de Derecho imperativo, do­
tado de permanencia y creado además por 
una ley. La Comisión dicta sus decisiones 
aplicando normas jurídicas, en particular el 
Code de procédure pénale. Satisface pues 
todos los criterios expuestos en la jurispru­
dencia del Tribunal de Justicia para caracte­
rizar a un órgano jurisdiccional en el sen­
tido del artículo 177 del Tratado. ' 

8. En su petición de decisión prejudicial, el 
Tribunal a quo aludió, en términos expresos, 
a la cuestión de la compatibilidad de una 
norma del Derecho nacional de un Estado 
miembro con el Derecho comunitario. No 
compete al Tribunal de Justicia pronun­
ciarse sobre esta cuestión. Corresponde en 
efecto al órgano jurisdiccional nacional pro­
nunciarse sobre la inaplicabilidad o la nuli­
dad de una norma del Derecho nacional de 
un Estado miembro. Sin embargo, no debe 
declararse la inadmisibilidad de la petición 
de decisión prejudicial. Según reiterada ju­
risprudencia, el Tribunal de Justicia no está 
obligado a atenerse a la redacción de la 
cuestión objeto de remisión.2 El Tribunal 
tiene, en efecto, la facultad de adaptar su 
formulación, teniendo en cuenta el conjunto 
de circunstancias de hecho y de derecho, de 

1 — Sentencia de 21 de febrero de 1974, Birra Dreher SpA/ 
Amministrazione delle finanze dello Stato, 162/73, Rec. 
1974, p. 201. 

2 — Por ejemplo, sentencia de 29 de noviembre de 1978 (Pigs 
Marketing Board/Raymond Redmond, 83/78, Ree. 1978, 
p. 2347) y sentencia de 20 de abril de 1988 (G. Bekaert, 
204/87, Rec. 1988, p. 2029). 
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manera que sea la problemática de Derecho 
comunitario la que pase a constituir el ob­
jeto del procedimiento. Al hacer esto, el 
Tribunal de Justicia tiene la posibilidad de 
poner de manifiesto en la decisión que está 
llamado a dictar criterios que permitirán al 
órgano jurisdiccional nacional resolver el 
caso de que se trate. 

9. La cuestión objeto de remisión podría 
pues plantearse de la siguiente forma: 

«Una diferencia de trato en razón de la na­
cionalidad y aplicada a víctimas de delitos 
que soliciten el pago de una indemnización 
por el Estado ¿constituye una discrimina­
ción en razón de la nacionalidad, incompa­
tible con el Derecho comunitario?» 

10. Se plantea en primer lugar la cuestión 
de si un nacional comunitario, como el del 
procedimiento principal, en su calidad de 
turista, se encuentra en una posición jurí­
dica amparada por el Derecho comunitario 
y cuyo efecto consistiría en conferirle una 
situación privilegiada. Abordaremos en pri­
mer lugar el examen de la segunda hipóte­
sis, más estrictamente relacionada con la ex­
posición de hechos del asunto. 

11. Sin ser éste el momento de definir el 
concepto de turista, una persona con tal ca­
rácter podría gozar de derechos debido a su 
posición de destinatario de servicios. Esto 
presupone que un destinatario de servicios 
puede ostentar con carácter autónomo dere­
chos y obligaciones de Derecho comunita­
rio. 

12. Hasta el momento no se ha llevado a 
cabo una sistemática exhaustiva de la libre 
prestación de servicios. Lo que está recono­

cido, es —para referirnos de nuevo a la de­
finición legal del artículo 60 del Tratado 
CEE— que los servicios constituyen presta­
ciones «realizadas normalmente a cambio de 
una remuneración, en la medida en que no 
se rijan por las disposiciones relativas a la 
libre circulación de mercancías, capitales y 
personas». Esta formulación lleva a pensar 
que, en el sistema del Tratado, la prestación 
de servicios tiene una función residual. 
Ahora bien, si tenemos en cuenta que en las 
normas que definen los fines y la acción de 
la Comunidad (artículo 3 del Tratado 
CEE), la prestación de servicios se cita al 
mismo nivel que la de mercancías, la de per­
sonas y la de capitales, no se puede reducir 
su ámbito de aplicación a una función subsi­
diaria. Dentro de las libertades fundamenta­
les, su papel es, por derecho propio, autó­
nomo. 

13. La delimitación del ámbito de aplica­
ción efectivo debe partir necesariamente de 
la idea de un mercado común liberado, al 
nivel del conjunto de las actividades econó­
micas intracomunitárias, de cualquier res­
tricción basada en la nacionalidad o en la 
residencia. Con la libre circulación de mer­
cancías y la libre circulación de personas 
—comportando ésta tradicionalmente una 
distinción entre libre circulación de trabaja­
dores y libertad de establecimiento3— las 
actividades económicas transfronterizas se 
encuentran ya en gran parte cubiertas. Si se 
quiere definir la libre prestación de servi­
cios, de manera no únicamente negativa 
(por medio de su función de reserva), sino 
en términos positivos, los «intercambios» 
transfronterizos de productos se extienden 
sin duda alguna a productos que no son 
«mercancías». Distintos ejemplos de este 
tipo de intercambios económicos han de­
sempeñado ya un papel, en la jurisprudencia 

3 — Sentencia de 31 de enero de 1984, Graziam Luisi y Gui­
seppe Carbone/Ministero del Tesoro, asuntos acumulados 
286/82 y 26/83, Rec. 1984, p. 377, apartado 9. 
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del Tribunal de Justicia, a saber, en la radio 
o teledifusión transfronteriza4 o en el 
campo de los seguros.5 

14. No es absolutamente necesario, a efec­
tos de la ejecución de esta forma de circula­
ción de los servicios, que haya tenido lugar 
un desplazamiento efectivo de personas. Se 
puede concebir también otros esquemas de 
intercambios de servicios transfronterizos. 
Se trata de supuestos en los que, bien el 
prestador de servicios se desplaza a otro Es­
tado miembro, bien el destinatario de servi­
cios recibe estos servicios en otro Estado 
miembro. En la concepción tradicional de la 
libre circulación de personas, estos movi­
mientos de carácter migratorio no se tienen 
en cuenta. Ahora bien, es necesaria una re­
gulación comunitaria si no se quiere reducir 
la libre circulación de servicios a los inter­
cambios de prestaciones que se producen sin 
desplazamiento de personas. Que ésta no ha 
sido nunca, por otra parte, la intención del 
legislador comunitario, se desprende ya del 
Trtado CEE así como del Derecho comuni­
tario derivado. El esquema tipo de una pres­
tación de servicios en el sentido del artículo 
59 del Tratado CEE es el de un prestador 
de servicios que se desplaza provisional­
mente a otro Estado miembro para realizar 
su prestación. Puede tratarse —pero no ne­
cesariamente— del lugar de residencia del 
destinatario de la prestación. Este último 
puede perfectamente recibir esta prestación 
en otro sitio; siendo la única condición, a 
este respecto, que prestador y destinatario 
de servicios no residan en el mismo lugar. 

15. La concepción según la cual la liberali­
záción de los servicios puede producirse por 
vía de un cambio provisional de lugar del 
prestador de servicios, se ha visto apoyada 
mediante acciones y actos jurídicos de la 
Comunidad. Así es como frecuentemente se 
han dictado reglamentos relativos a la pres­
tación de servicios, de forma paralela (en el 
tiempo y en cuanto al fondo) a disposicio­
nes relativas a la libertad de establecimiento. 
Ya el Programa General para la supresión 
de las restricciones a la libre prestación de 
servicios,6 así como el Programa General 
para la supresión de las restricciones a la li­
bertad de establecimiento,7 fueron adopta­
dos el mismo día, publicados al mismo 
tiempo y desde entonces citados de manera 
conjunta. 

16. La Directiva 75/362/CEE del Consejo, 
de 16 de junio de 1975, contiene al mismo 
tiempo una regulación aplicable a uno y 
otro campo, el de la libertad de estableci­
miento y el de la liberalizáción de los servi­
cios. Se trata de la Directiva que regula el 
reconocimiento mutuo de diplomas, certifi­
cados y otros títulos de médico, que con­
tiene además medidas destinadas a facilitar 
el ejercicio efectivo del derecho de estableci­
miento y de libre prestación de servicios.8 

Como otros ejemplos, se puede citar la Di­
rectiva 73/148/CEE,9 relativa a la supresión 
de las restricciones al desplazamiento y a la 
estancia, dentro de la Comunidad, de los 
nacionales de los Estados miembros en ma­
teria de establecimiento y de prestación de 
servicios, o también la Directiva 75/34/ 
CEE10 relativa al derecho de los nacionales 
de un Estado miembro a permanecer en el 
territorio de otro Estado miembro después 
de haber ejercido en él una actividad por 
cuenta propia. 4 — Sentencia de 18 de marzo de 1980 (proceso penal contra 

Debauve, 52/79, Rec. 1980, p. 833), sentencia de 18 de 
marzo de 1980 (Codite! y otros/Ciné Vog Films y otros, 
62/79, Rec. 1980, p. 881), sentencia de 6 de octubre de 
1982 (Coditei y otros/Ciné Vog Films y otros, 262/81, 
Rec. 1982, p. 3381) y sentencia de 26 de abril de 1988 
(Bond van Adverteerders/Reino de los Países Bajos, 
352/85, Rec. 1988, p. 2085). 

5 — Sentencia de 4 de diciembre de 1986, Comisión/República 
Federal de Alemania, 205/84, Rec. 1986, p. 3755. 

6 — DO de 15.1.1962, p. 32; EE 06/01, p. 3. 

7 — DO de 15.1.1962, p. 36; EE 06/01, p. 7. 

8 — DO 1975, L 167, p. 1;EE 06/01,p. 186. 

9 — DO 1973, L 172, p. 14; EE 06/01, p. 132. 

10 — DO 1975, L 14, p 10; EE 06/01, p. 183. 
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17. Aunque abordemos antes que nada la 
cuestión desde el ángulo del prestador de 
servicios, esto no significa que el destinata­
rio de los servicios no desempeñe jurídica­
mente papel alguno. Por el hecho de su ne­
cesaria participación en el intercambio, tam­
bién él es beneficiario potencial de la libre 
circulación de servicios a escala comunitaria. 
Ni el artículo 59 del Tratado CEE ni del 
Derecho comunitario derivado resulta que 
el destinatario deba recibir la prestación ex­
clusivamente en su lugar de residencia. Ad­
mitiendo así que, a efectos de una presta­
ción de servicios regida por el Derecho co­
munitario, basta que el prestador de servi­
cios y el beneficiario residan en Estados 
miembros diferentes, nos corresponde ahora 
examinar las consecuencias que resultan de 
ello respecto del estatuto jurídico del desti­
natario de servicios. 

18. En el Programa General para la supre­
sión de las restricciones a la libre prestación 
de servicios, ya se citaba al destintario de 
servicios como afectado por restricciones ilí­
citas. En este orden de ideas, en el título III 
se deja constancia de la necesidad de elimi­
nar determinadas restricciones señaladas con 
más precisión en la continuación del texto 
«tanto si afectan al prestador directa como 
indirectamente, en virtud del destinatario o 
de la prestación». 

19. Diversos actos jurídicos comunitarios de 
fecha posterior a la adopción del Programa 
General se refieren expresamente al destina­
tario de servicios en tanto que sujeto de de­
rechos: en los considerandos de la Directiva 
64/221/CEE del Consejo, 11 se deja cons­
tancia de que «la coordinación [...] debe 
afectar, en primer lugar, a las condiciones 

de entrada y de residencia de los nacionales 
de los Estados miembros que se desplacen 
dentro de la Comunidad, bien con vistas a 
ejercer una actividad por cuenta ajena o por 
cuenta propia, bien en calidad de destinata­
rios de servicios». 12 Esta idea se recoge a 
continuación por el artículo 1 de la Direc­
tiva, redactado como sigue: «Las disposicio­
nes de la presente Directiva se refieren a los 
nacionales de un Estado miembro que resi­
dan o se desplacen a otro Estado miembro 
de la Comunidad, bien con vistas a ejercer 
una actividad por cuenta ajena o por cuenta 
propia, bien en calidad de destinatarios». 13 La 
Directiva establece la obligación de los Esta­
dos miembros de conceder un permiso de 
residencia y prevé, entre otras cosas, que el 
interesado será autorizado a permanecer 
provisionalmente en el territorio hasta la de­
cisión de concesión o de denegación del 
permiso de residencia (véase apartado 2 del 
artículo 5 de la Directiva). Una Directiva 
más reciente, relativa a la supresión de las 
restricciones al desplazamiento y a la estan­
cia dentro de la Comunidad, de los nacio­
nales de los Estados miembros en materia de 
establecimiento y de prestación de servi­
cios 14 obliga a los Estados miembros, en la 
letra b) del apartado 1 del artículo 1 a supri­
mir las restricciones al desplazamiento y a la 
estancia de los nacionales de los Estados 
miembros que deseen trasladarse a otro Es­
tado miembro como destinatarios de una pres­
tación de sewicios. El apartado 2 del artículo 
4 dispone lo siguiente: 

«Para los prestadores y los destinatarios de 
servicios, 15 el derecho de estancia tendrá 
una duración igual a la de la prestación. 

»Si dicha duración fuera superior a tres me­
ses, el Estado miembro en el que se efectúe 

11 — Directiva de 25 de febrero de 1964 para la coordinación de 
las medidas especiales para los extranjeros en materia de 
desplazamiento y de residencia, justificadas por razones de 
orden público, de seguridad y de salud pública (DO 
de 4.4.1964, p. 850; EE 05/01, p. 36) y Directiva 
75/35/CEE, de 17 de diciembre de 1974, por la que se 
extiende el campo de aplicación de la Directiva 
64/221/CEE (DO 1975, L 14, p. 14; EE 05/02, p. 45). 

12 — La cursiva es nuestra. 
13 — La cursiva es nuestra. 
14 — Directiva 73/148/CEE (DO 1973, L 172, p. 14; EE 

06/01, p. 132). 
15 — La cursiva es nuestra. 
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la prestación expedirá un permiso de resi­
dencia para acreditar tal derecho. 

»Si dicha duración fuere inferior o igual a 
tres meses, la estancia quedará amparada 
por la tarjeta de identidad o el pasaporte 
que hubiere permitido al interesado la en­
trada en el territorio. El Estado miembro 
podrá, no obstante, requerir al interesado 
que informe de su presencia en dicho terri­
torio.» 

20. Desde la adaptación del Derecho in­
terno a la Directiva, el destinatario de servi­
cios goza de un derecho originario de resi­
dencia en un Estado miembro del que no es 
nacional. Se beneficia a este respecto del 
principio de libre circulación de personas ya 
consagrado en la letra c) del artículo 3 del 
Tratado CEE. 16 Cabe la posibilidad de que 
el estatuto de que goza en virtud del Dere­
cho comunitario fuese objeto de una restric­
ción ilícta, en cuyo caso cualquier restric­
ción resultante de una disposición del Dere­
cho nacional sería inaplicable, por infrac­
ción del Derecho comunitario. 

21. La cuestión que nos interesa en este 
momento consiste en saber si un turista debe 
ser considerado, potencial o concretamente, 
como un destinatario de servicios. En los 
asuntos acumulados 286/82 y 26/83 17 el 
Tribunal de Justicia se pronunció en el sen­
tido de que «los turistas, los beneficiarios de 
asistencia médica y aquellos que efectúen 
viajes de estudios o viajes de negocios deben 
ser considerados destinatarios de servicios» 
(traducción provisional). No hay razón al­
guna para separarse de esta jurisprudencia. 
La sentencia del Tribunal de Justicia deja, 
sin embargo, sin aclarar lo que hay que en­

tender por «turista» y no precisa tampoco 
en qué medida podría este último basarse en 
el Derecho comunitario en materia de no 
discriminación. 

22. Debemos ahora abordar el problema de 
la definición de turista de acuerdo con el 
Derecho comunitario. Ahora bien, si tene­
mos en mente que los turistas sólo consti­
tuyen una categoría de destinatarios de ser­
vicios, el interés de tal definición puede ya 
parecer dudosa, en cualquier caso, desde un 
punto de vista jurídico, carece de interés do­
tar de fijeza a los diferentes grupos de desti­
natarios potenciales de servicios siguiendo 
las definiciones dictadas en un momento 
dado, y separarlas así las unas de las otras. 
Nuestra única tarea debe consistir en con­
cretar el concepto de destinatario de servi­
cios. 

23. Aun en el supuesto de que deseáramos 
describir de forma abstracta en Derecho co­
munitario el concepto de turista, no hay 
nada que imponga de forma perentoria, res­
pecto de tal definición, que se recurra a uno 
u otro tipo de prestaciones. Si, como se ha 
sugerido en la vista se debía adoptar como 
criterio el haber pernoctado en un hotel, 
esto permitiría sin duda de ninguna clase 
abarcar una gran parte del tráfico de viaje­
ros. La prestación realizada en relación con 
el hospedaje no suscitaría en este contexto 
ningún problema. Además, crearíamos de 
este modo un elemento común a otros desti­
natarios potenciales de servicios, tales como 
—según la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia— las personas que realizan viajes de 
estudios o de negocios. 18 Pero por otra 
parte, un número considerable de viajeros 
quedarían excluidos de la definición, aun­
que podrían utilizar de forma apreciable las 
estructuras previstas para el turismo y con­
vertirse así en destinatarios de servicios. 

16 — Sentencia de 7 de julio de 1976, Lynne Watson y Alessan­
dro Beimann, 118/75, Rec. 1976, p. 1185, apartado 16. 

17 — Antes citados, apartado 16. 
18 — Asuntos acumulados 286/82 y 26/83, antes citados, apar­

tado 16. 
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24. Según una encuesta 19 publicada por la 
Comisión, aquéllos que, en el marco del trá­
fico internacional de viajeros, pasan la no­
che con su familia o en el domicilio de co­
nocidos (21 %) constituyen, después del 
grupo de visitantes que frecuentan los hote­
les (32 % ) , el grupo más importante de via­
jeros que se desplazan con fines turísticos. 
No se puede discutir seriamente que estas 
personas participan también en prestaciones 
típicamente turísticas, tales como la gastro­
nomía o la visita a manifestaciones de carác­
ter cultural. 

25. A lo sumo se podría definir al turista 
como una persona destinataria, de una 
forma u otra, de prestaciones ofrecidas en el 
marco de la infraestructura turística. Ahora 
bien, incluso una definición de este tipo, por 
amplia que sea, plantearía problema de en­
trada, si damos por sentado desde el inicio 
que una serie de manifestaciones culturales, 
tales como teatros, cines, museos, etc. ofre­
cen también sus servicios a la población au­
tóctona. 

26. El tráfico internacional de viajeros es una 
rama importante del sector terciario y está 
regido por las disposiciones del Tratado 
CEE relativas a las prestaciones de servicios. 

27. Cuando, en un contexto jurídico con­
creto como el del presente litigio, nos vemos 
abocados a calificar a una persona de desti­
nataria de servicios, dos consideraciones 
pueden servirnos de punto de partida: 

28. — Se podría, ante todo, en el marco de 
una consideración ex ante, señalar al 

inicio, de forma global, los servicios 
a los que se puede o debe recurrir 
con ocasión de un viaje, y compro­
bar entonces la calidad de destinata­
rio de servicios al inicio mismo del 
viaje. Abogan en favor de este punto 
de vista las distintas regulaciones re­
lativas a la entrada y al derecho de 
residencia, habida cuenta de que la 
persona puede, desde la frontera y 
antes incluso de encontrarse en el 
territorio de otro Estado miembro y, 
con más motivo, antes incluso de 
beneficiarse de una prestación de 
servicios, alegar su condición de 
destinatario de servicios. 

29. — Otra posibilidad para determinar un 
destinatario de servicios sería una 
consideración ex post mediante la 
cual nos referiríamos a los servicios 
efectivamente utilizados. Este mé­
todo excluiría en gran medida los 
intentos de abuso de la condición de 
destinatario de servicios. 

30. Sin embargo, es la primera de ambas 
posibilidades la que nos resulta más apro­
piada. Concuerda con algunas normas ya 
existentes, centradas en el destinatario de 
servicios y evita cualquier no man's land ju­
rídico que sólo podría ser fuente de incerti-
dumbre y de conflictos. 

31. Respecto a la liberalización de los servi­
cios, ya hemos aludido a la problemática 
surgida a causa de que, junto a estructuras 
específicamente turísticas, puede ser igual­
mente calificados otros tipos de prestacio­
nes, ofrecidos indistintamente, a extranjeros 
y a nacionales. Esta se aplica a manifestacio­
nes de carácter cultural, así como a determi­
nados medios de transporte. Resulta evi­
dente que las estructuras de transporte jue­
gan un papel importante en materia turís­
tica. Esta consideración vale igualmente 

19 — Encuesta realizada por European Omnibus Survey en junto 
de 1986 por cuenta de la Comisión, en: Stichwort Europa, 
n° 9/87. 
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para las compañías de taxis, los organizado­
res de viajes en autocar, las empresas de al­
quiler de vehículos así como los tranportes 
públicos. 

32. En este contexto, se puede considerar 
perfectamente, por ejemplo, que la utiliza­
ción del metro corresponde a una prestación 
de servicios en el sentido del Derecho co­
munitario. A este respecto, la forma de or­
ganización concreta de la empresa de trans­
portes es indiferente, siempre que se trate de 
una estructura utilizable a cambio de una re­
muneración, elemento por otra parte deci­
sivo para la apreciación de su calidad de 
prestador de servicios en relación con el De­
recho comunitario. 

33. Contra el encuadramiento de las redes 
de transporte existentes en los Estados 
miembros dentro de los prestadores de ser­
vicios que operan en materia de turismo, se 
podría a lo sumo invocar, en primer lugar, 
el artículo 61 del Tratado CEE. Esta dispo­
sición prevé que la libre prestación de servi­
cios en materia de transportes no se regirá 
por las disposiciones generales aplicables a 
las prestaciones de servicios, para someterlas 
a las disposiciones del título relativo a los 
transportes. Se puede sin embargo rechazar 
esta objeción, sólo fundada en apariencia. 

34. El artículo 61 del Tratado CEE afecta, 
en primer lugar, a las prestaciones de servi­
cios transfronterizos como objeto primario 
de la normativa relativa a la libre prestación 
de servicios. Pero esta disposición afecta 
también al empresario transportista, incluso 
al no residente, en su calidad de prestador 
de servicios. El concepto que defendemos 
aquí se ve confirmado por la sentencia dic­
tada en el asunto 13/83, 20 en la que la ma­

teria del apartado 1 del artículo 61, conside­
rada en relación con las letras a) y b) del 
apartado 1 del artículo 75 del Tratado CEE, 
se define como comprensiva de los «trans­
portes internacionales efectuados desde el 
territorio de un Estado miembro o con des­
tino al mismo o a través del territorio de 
uno o varios Estados miembros» así como 
de las «condiciones con arreglo a las cuales 
los transportistas no residentes podrán pres­
tar servicios de transportes en un Estado 
miembro [...]». Nada se opone pues a que 
una prestación de transportes pueda conside­
rarse, incluso a falta de cualquier movimiento 
con destino o procedente del extranjero, como 
una prestación de servicios para un destina­
tario que resida en otro Estado miembro, 
dado que se puede contar con el carácter 
oneroso de la prestación, en el sentido de 
que la remuneración representa la contra­
partida por el servicio. 

35. Queda ahora por examinar el argu­
mento según el cual cabría considerar a la 
propia indemnización por el Estado como 
una prestación de servicios regida por el 
Derecho comunitario. Contra dicha inter­
pretación, podemos ya alegar la descripción 
parafrástica, basada en ejemplos, de la pres­
tación de servicios que figura en el artículo 
60 del Tratado CEE. De acuerdo con esta 
definición, los servicios son prestaciones 
realizadas normalmente a cambio de una re­
muneración, y comprenden en particular ac­
tividades de carácter industrial, mercantil, 
artesanal, así como las actividades propias 
de las profesiones liberales. Ahora bien, a 
partir de los considerandos inequívocos 
enunciados por el Tribunal de Justicia en su 
sentencia del asunto 263/86 21 respecto a si 
una enseñanza estatal podía considerarse 
como una prestación de servicios en el sen­
tido del Tratado, ha quedado cerrada la vía 
para aquellos que pretendían dar a una me­
dida de carácter social financiada con fon-

20 — Sentencia de 22 de mayo de 1985, Parlamento Europeo/ 
Consejo, 13/83, Rec. 1983, p. 1513. 

21 — Sentencia de 27 de septiembre de 1988, Estado belga/ 
Humbel, 263/86, Rec. 1988, p. 5365. 
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dos públicos el carácter de una «prestación 
de servicios». Los elementos determinantes 
en el asunto Humbel son análogos, en lo 
esencial, a los del presente asunto. 

36. La característica esencial de la remune­
ración reside, según la interpretación que de 
ella da el Tribunal de Justicia, en el hecho 
de que constituye la contrapartida econó­
mica de la prestación de que se trata, con­
trapartida acordada normalmente entre el 
prestador y el destinatario de servicios. 22 De 
la misma manera que falta este elemento en 
el supuesto de la enseñanza pública, no se 
vislumbra en el presente caso remuneración 
alguna, en el sentido de la definición ante­
rior, como precio de la indemnización a las 
víctimas de delitos. 

37. Se puede también adoptar en el presente 
caso la continuación del argumento ex­
puesto en el sentencia 263/86, a saber, que 
al establecer y mantener un sistema de in­
demnización a favor de las víctimas, el Es­
tado no pretende emprender actividades re­
muneradas, sino que cumple su función 
frente a la población en los terrenos social, 
cultural y educativo. 23 Por regla general di­
chas prestaciones son financiadas por el pre­
supuesto público. 

38. Las prestaciones de carácter social pue­
den revestir un interés respecto del Derecho 
comunitario, más concretamente en el te­
rreno de la política social, o también en el 
marco de la libre circulación de trabajadores 
con vistas a una integración completa de las 
personas afectadas. En cambio, éstas no son 
soporte apropiado de la libre prestación de 
servicios. 

39. El «turismo social» entendido como una 
migración marcada por el signo, exclusivo o 
por lo menos destacado, de la búsqueda de 
prestaciones sociales eventualmente más 
ventajosas en el país de acogida, no consti­
tuye un fin del Tratado CEE. Esto es lo que 
se desprende, en relación precisamente con 
la libre prestación de servicios, de los térmi­
nos «a cambio de una remuneración». 

40. De las anteriores consideraciones re­
sulta que la aplicabilidad del Tratado 24 al 
supuesto de un viajero que se desplaza en 
las condiciones anteriormente descritas re­
quiere una respuesta positiva tanto desde el 
punto de vista material como desde el punto 
de vista personal. Desde el punto de vista 
material, porque dicho supuesto está in­
cluido en el ámbito de aplicación de la libre 
prestación de servicios, y desde el punto de 
vista personal, porque un destinatario de 
servicios es un sujeto de derecho protegido 
según las disposiciones pertinentes del Dere­
cho comunitario. Nada se opone pues en 
principio a que se recurra al principio comu­
nitario de igualdad de trato. 25 En el pre­
sente caso cabe aplicar este principio tal 
como queda descrito en los artículos 7 y 59 
del Tratado CEE. El artículo 59 del Tra­
tado CEE constituye, en cuanto establece 
una prohibición específica de discrimina­
ción, un aspecto particular de la prohibición 
general de discriminación acuñada en el ar­
tículo 7 del Tratado CEE y constituye una 
concreción de este último, sin por ello ex­
cluirlo. 

41. La condición que tiene por objeto y por 
efecto restringir el disfrute de la indemniza­
ción únicamente a los nacionales del Estado 
miembro, a los extranjeros en posesión de 
un «permiso de residencia» o a los naciona-

22 — Asunto 263/86, antes citado, apartado 17. 
23 — Asunto 263/86, antes citado, apartado 18. 

24 — Sentencia de 27 de octubre de 1982, Morson/Estado Neer­
landés; Sevradijie Jlianjlnn/Estado Neerlandés, asuntos 
acumulados 35 y 36/82, Rec. 1982, p. 3723. 

25 — Sobre la aplicabilidad de este principio, víase sentencia de 
1 4 de julio de 1977, Sagulo y otros, 8/77, Rec. 1982, 
p. 1495. 
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les de un Estado que haya celebrado un 
acuerdo de reciprocidad con el Estado 
miembro, podría ser contraria al Derecho 
comunitario por constituir una restricción a 
la libertad así concedida. Esta restricción 
puede adoptar la forma de una desigualdad 
de trato por motivos relacionados con la na­
cionalidad. 

42. En la sentencia dictada por el Tribunal 
de Justicia en el asunto 63/86, 26 éste define 
el contenido de los artículos 52 y 59 del 
Tratado CEE como expresión específica del 
principio de igualdad de trato consagrado 
en el artículo 7. Según el Tribunal de Justi­
cia, las disposiciones antes mencionadas im­
ponen a los Estados miembros la obligación 
de conceder el beneficio del trato nacional a 
los nacionales comunitarios que ejerzan una 
actividad por cuenta propia, así como la 
prohibición de cualquier discriminación por 
razón de la nacionalidad y que obstaculize 
el acceso o el ejercicio de dicha actividad. 

43. Sobre la cuestión de la restricción, nos 
gustaría en primer lugar centrar nuestra re­
flexión sobre el segundo elemento, a saber 
el hecho de obstaculizar el acceso o el ejer­
cicio de la actividad. Recogiendo de nuevo 
la idea que habíamos expuesto: lo que se 
protege es la libertad de circulación de las 
personas en cuanto destinatarios de servi­
cios. La denegación de concesión de una in­
demnización a las víctimas en el país de 
acogida produce el efecto, a nuestro juicio, 
no tanto de afectar al acceso, sino más bien 
al ejercicio de la libertad. El ciudadano co­
munitario no incluido en una categoría pri­
vilegiada en Derecho comunitario se vería 
en efecto enfrentado a un debilitamiento de 
su protección jurídica respecto de bienes ju­
rídicamente protegidos que presentan un ca­
rácter eminentemente personal. 

44. La indemnización de las víctimas debe 
entenderse como simétrica a la obligación 
de garantizar el orden y la seguridad públi­
cos. Constituye una compensación por la 
violación de bienes jurídicamente protegidos 
que el Estado, a pesar de ser competencia 
suya, no ha sido capaz de salvaguardar en el 
caso concreto. 

45. Tampoco se puede exponer, en contra 
de esta concepción, el argumento según el 
cual el Derecho penal sigue siendo la com­
petencia exclusiva del legislador nacional en 
cuanto conjunto complejo de normas. Ade­
más, no cabe poner en duda este princi­
pio. 27 Pero, por una parte, la apreciación de 
una norma se hace independientemente del 
criterio formal relativo al origen, y única­
mente en función del contenido de la 
norma, y, por otra parte, el único punto que 
importa, desde este punto de vista, reside en 
la aplicación no discriminatoria de una 
norma promulgada. 

46. El ciudadano comunitario que desee 
gozar de un mismo nivel de protección que 
los autóctonos, se ve obligado, cuando se 
enfrenta a este régimen discutido de indem­
nización de las víctimas, a contratar un se­
guro a fin de cubrir este riesgo. Los recursos 
financieros que deben consagrarse a tal fin 
se traducen en una disminución correspon­
diente del presupuesto disponible. Esto 
puede entenderse perfectamente como un 
obstáculo al derecho de estancia. 

47. Este obstáculo al derecho de estancia 
que se desprende de la denegación de con­
cesión a determinadas categorías de nacio­
nales comunitarios del beneficio de la in­
demnización prevista a favor de las víctimas 

26 — Sentencia de 14 de enero de 1988, Comisión/Italia, 63/86, 
Rec. 1988, p. 29, apartados 12 y 13. 

27 — Sobre el reparto de competencias en Derecho penal y en 
Derecho procesal penal, véase sentencia de 11 de noviem­
bre de 1981, proceso penal/Guerrino Casati, 203/80, Rec. 
1981, p. 2595. 
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de delitos, es igualmente discriminatorio. A 
título comparativo, el grupo que es el ho­
mólogo exacto de los nacionales comunita­
rios que no son de nacionalidad francesa ni 
poseedores de un título de residencia, ni na­
cionales de un Estado con el que se haya 
celebrado un acuerdo de reciprocidad, lo 
constituyen las personas de nacionalidad 
francesa que residen en el extranjero. Ahora 
bien, está demostrado que estos últimos 
pueden ser indemnizados con arreglo al ré­
gimen de indemnización de las víctimas. 

48. Nos encontramos en presencia de una 
discriminación cuando, tratándose de gru­
pos comparables, la diferencia de trato no 
está justificada por motivos objetivos. Según 
la sentencia dictada por el Tribunal de Justi­
cia en el asunto 152/73, 28 las razones obje­
tivas de la diferenciación deben poder dedu­
cirse de la situación del interesado. Desde 
este punto de vista, en el presente caso no se 
observan, a nuestro juicio, criterios distinti­
vos. 

49. En el presente asunto, se ha aducido el 
siguiente argumento, según el cual una ra­
zón objetiva de la desigualdad de trato resi­
diría en el hecho de que los recursos finan­
cieros destinados a la indemnización de las 
víctimas se extraen de presupuestos públicos, 
y que las personas que no han contribuido a 
alimentar fondos de solidaridad, en una so­
ciedad basada precisamente en la solidari­
dad, no podrían tampoco beneficiarse de 
ellos. No procede acoger este argumento 
por diversas razones. 

50. No resulta posible, en primer lugar, tra­
zar una línea de demarcación estricta entre 
las categorías de personas que han contri­
buido a los ingresos del presupuesto nacio­
nal y aquellas que no han contribuido. Sería 

posible, por ejemplo, que un nacional fran­
cés que ejerciera una actividad fuera del te­
rritorio francés ingresara su deuda fiscal en 
concepto de impuesto sobre la renta en el 
Estado de empleo. Por el contrario, sería 
posible que los comerciantes que no residie­
ran de forma permanente en el territorio de 
un Estado miembro se vieran obligados a 
pagar, por ejemplo, el impuesto de socieda­
des, el impuesto sobre el capital, etc., a un 
Estado miembro en el que no están domici­
liados. Aunque nos atuviéramos únicamente 
a los destinatarios de servicios, nos damos 
cuenta de que éstos no sólo estimulan la si­
tuación económica por el hecho de ser 
usuarios de servicios, sino que contribuyen 
por añadidura a alimentar los presupuestos 
de los Estados miembros, por ejemplo, por 
la vía de los impuestos sobre el consumo. 

51. Por lo demás, el Tribunal de Justicia ha 
reconocido ya en su jurisprudencia el dere­
cho al disfrute de beneficios sociales a per­
sonas no incluidas en la categoría de los tra­
bajadores migrantes (en cuyo caso falta la 
finalidad de la integración completa en el 
Estado de empleo). En el marco de un re­
curso por incumplimiento de Estado, la Re­
pública Italiana fue condenada por haber re­
servado únicamente a personas de nacionali­
dad italiana 29 el acceso a la propiedad de 
viviendas sociales o el derecho de arrenda­
miento de las mismas, así como la posibili­
dad de beneficiarse de un crédito inmobilia­
rio a bajo interés. 

52. Para terminar, pensamos que la indem­
nización de las víctimas de hechos punibles 
no constituye una prestación social en el 
sentido clásico del término, entendido como 
un subsidio abonado por la Administración 
encargada del gasto. La simple circunstancia 
de que la indemnización de las víctimas se 
haga con cargo a fondos públicos no basta 
para atribuirle esta calificación. Ésta debe 

28 — Semencia de 12 de febrero de 1974, G. M. Sotgiu/Deut-
sche Bundespost, 152/73, Rec. 1974, p. 153. 29 — Asunto 63/86, antes citado. 
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considerarse como la compensación de un 
perjuicio sufrido y recuerda en este sentido 
a las acciones de resarcimiento de daños y a 
las acciones de indemnización de perjuicios 
tanto de Derecho civil como de Derecho 
público. Los derechos de crédito oponibles a 
la autoridad pública son igualmente abona­
dos con cargo a fondos públicos sin que es­
tas prestaciones se conviertan por ello en 
prestaciones sociales. Nuestro punto de vista 
no se ve invalidado por el hecho de que no 
sea el Estado quien originó el daño. Al pro­
mulgar una legislación relativa a la indemni­
zación de las víctimas, el Estado adopta de 
alguna forma la posición de un garante res­
pecto a la reparación de un perjuicio, no 
susceptible de reparación por ninguna otra 
vía, nacido de la violación de bienes jurídi­
camente protegidos que los poderes públicos 
tenían como misión proteger pero cuya sal­
vaguardia no han sido capaces de asegurar. 

53. En resumen, se debe declarar lo si­
guiente: el Derecho comunitario se opone a 
un régimen que subordine la indemnización 
de las víctimas de hechos punibles que po­
sean la nacionalidad de otro Estado miem­
bro, a la posesión, por estos útlimos, de un 
permiso de residencia, o a la celebración de 
un acuerdo de reciprocidad con el país del 
que son nacionales, mientras que dichos re­
quisitos no se exigen a los propios naciona­
les que residen en otros Estados miembros. 

54. Para terminar, se debe examinar tam­
bién el argumento según el cual los cambios 
legislativos operados en relación al régimen 
originario de 1977, que han producido una 

situación menos favorable para las víctimas 
extranjeras de hechos punibles violentos, 
constituyen una infracción de la cláusula de 
standstill consagrada en el artículo 62 del 
Tratado CEE. Como ha destacado acerta­
damente el Agente de la Comisión en la 
vista, los artículos 59 y 60 del Tratado CEE 
son, desde la terminación del período transi­
torio, directamente aplicables, de suerte que 
cualquier «obstáculo» a la libre prestación 
de servicios es contraria al Derecho comuni­
tario. No es pues necesario ya prevalerse en 
especial del artículo 62 del Tratado CEE, ya 
que toda nueva restricción constituye ya un 
obstáculo en el sentido del artículo 59 del 
Tratado CEE. 

55. De las exposiciones anteriores se des­
prende que un turista está protegido, en su 
calidad de destinatario de servicios, contra 
cualquier discriminación en razón de la na­
cionalidad en el orden de la indemnización 
otorgada a las víctimas de agresiones. No 
resulta necesario por tanto responder a la 
cuestión de si debe reconocerse el beneficio 
de dicha protección a un nacional de un Es­
tado miembro de la Comunidad con inde­
pendencia de su calidad de destinatario de 
servicios. 

56. Los gastos efectuados por el Gobierno 
francés y la Comisión no pueden ser objeto 
de reembolso. Dado que el procedimiento 
tiene, para las partes del procedimiento 
principal, el carácter de un incidente promo­
vido ante el órgano jurisdiccional nacional, 
corresponde a éste resolver sobre las costas. 

C. Conclusiones 

En virtud del conjunto de consideraciones anteriores, proponemos la siguiente res­
puesta a la cuestión prejudicial: 
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«Una diferencia de trato entre nacionales comunitarios, en razón de la nacionali­
dad, en el marco de un régimen relativo a la indemnización de víctimas de hechos 
punibles, puede constituir un obstáculo discriminatorio, contrario al Derecho co­
munitario, al ejercicio de un derecho de estancia otorgado por el Derecho comuni­
tario. Se ha de tener en cuenta, a este respecto, que un destinatario de servicios 
goza de un derecho originario de estancia. La calidad de destinatario de servicios 
reconocida a una persona resulta de una valoración crítica de los servicios que esta 
última utiliza durante su estancia.» 
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